  *16723*   I-68955  "CASTAGNO MARIA CRISTINA C/ PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ INCONSTITUCIONALIDAD LEY 11.868"

La Plata, 22 de agosto de 2007.

VISTO:

La demanda promovida a fs. 24/34, y la medida cautelar solicitada a fs. 32/33 de ese escrito, y 

CONSIDERANDO:

1. Que la Sra. María Cristina Castagno, en su condición de Jueza de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de Pergamino –Provincia de Buenos Aires- promueve demanda originaria de inconstitucionalidad respecto del artículo 6º, último párrafo de la ley 11.868, en su texto según ley 13.553, en cuanto dispone que: “... El aspirante que haya sido designado para un cargo en el cual hubiera intervenido el Consejo de la Magistratura para su selección, no podrá postularse para cubrir otro, hasta tanto no hubieren transcurrido dos (2) años contados a partir de su toma de posesión”.

Asegura que dicha norma le causa un agravio irreparable por cuanto ha tomado posesión de su actual cargo el día 27-IX-2006 (cfr. decreto nº 1.119/06), viéndose impedida –por tanto- de presentarse a futuros concursos llamados por el Consejo de la Magistratura para cubrir cualquier otro cargo en la órbita del Poder Judicial.

Indica que durante el año 2004 concursó para el cargo de Juez de Cámara Contencioso Administrativo de San Nicolás y Dolores (cfr. ley 13.101) y, asimismo, se postuló para la vacante producida en la Cámara del mismo fuero del Departamento Judicial de San Martín durante el año 2006, haciendo lo propio también en el concurso abierto en la ciudad de Mar del Plata, para la correspondiente Cámara, sin que a fecha –según informa- se hayan decidido las pertinentes ternas.

Funda su pretensión en la afectación del derecho a trabajar (arts. 14 y 14 bis de la Const. Nac. Y 27 de su par Provincial), del derecho a la igualdad (art. 16 Const. Nac.), del derecho de propiedad (arts. 17 Const. Nac. y 31 de la Carta Pcial.), así como también en la vulneración a la garantía de razonabilidad, por cuanto entiende que la norma que pretende reglamentar el derecho a aspirar, concursar y eventualmente a ser distinguida con la selección, en definitiva, resulta discriminatoria en su perjuicio, agregando al requisito de “idoneidad para el cargo”, otros que no figuran en el texto constitucional. 

Por último, manifiesta que la norma atacada es posterior a su designación como Jueza de Primera Instancia, y al llamado a concursos en trámite en los que se halla postulada sin que al tiempo de asumir como magistrada hubiere tenido la opción de elegir su cargo. Razón por la cual, la misma sería “inaplicable” a su caso, puesto que una ley –afirma- no puede se retroactiva frente a derechos adquiridos en virtud de leyes anteriores.

2. Que en virtud de ello, la demandante solicita que en forma cautelar y urgente se dicte una medida de no innovar en los términos del artículo 230 del C.P.C.C. y/o se disponga la suspensión del párrafo final del artículo 6 de la ley 11.868 (texto según ley 13.553), ya que entiende que en el caso, el inmediato cumplimiento del artículo impugnado conllevaría a una innovación en la cosa litigiosa con evidente perjuicio para los derechos invocados.

3. Efectuado un análisis de la normativa cuestionada, cuadra expedirse sobre la medida cautelar peticionada.

En tal sentido, el examen de los agravios expuestos por la demandante, prima facie valorados, no arroja una claridad suficiente para neutralizar los efectos del entramado normativo cuestionado en autos. 

a) Una consolidada jurisprudencia de este Tribunal postula que el examen de los requisitos a los que se halla sujeta la procedencia de las medidas cautelares reviste particular estrictez en el ámbito de la acción originaria de inconstitucionalidad, atento a la presunción de validez de que gozan las leyes (doctr. causas B. 31.706, "Piérola" y sus citas, en "Acuerdos y Sentencias", serie 20ª, t.VI, p. 390;  I. 1.476, "Oktedros S.A.", res. del 7-VIII-90; causa I. 3.521, res. de 9-X-03, I. 68.276, “Empresa de Transportes 25 de Mayo S.R.L. y otras”, res. de 21-IX-05, entre otras), exigencia que imprime de una mayor profundidad a la ponderación de la verosimilitud del derecho invocado por quien demanda en este tipo de procesos, y frente a la cual los elementos hasta ahora aportados por la impugnante no permiten desvirtuar la aludida presunción iuris tantum.

En efecto: contrariamente a lo sostenido por la parte demandante la verosimilitud alegada no surge con solo confrontar la norma impugnada con la Constitución Provincial, pues dicha colisión –de existir- requiere el análisis tendiente a demostrar si el artículo 6 de la ley 11.868 (texto según ley 13.553), efectivamente importa la afectación de sus derechos. Todo lo cual, en todo caso, precisa un mayor caudal de elementos de valoración, los cuales sólo podrán ser integrados a este proceso  como resultado de su propio desarrollo, ampliando el debate jurídico y acumulando información imprescindible para efectuar un juicio razonado sobre bases sólidas. Circunstancia esta que no resulta –por ahora- acreditada de las constancias de la causa (art. 195 C.P.C.C. y doctr. causa B. 68.323, “Exolgan”, res. del 24-V-2006; I. 68.243, “Fiscal de Estado”, res. del 8-XI-2006).

A mayor abundamiento, cabe precisar que –en el estado actual del planteo- la normativa impugnada no se muestra como manifiestamente irrazonable y/o arbitraria, u ostensiblemente apartada del texto constitucional.

b) Por lo demás, el requisito del periculum in mora tampoco se halla suficientemente fundado en el escrito de demanda. En efecto, no puede advertirse en la especie una situación de peligro cierto o inminente que imponga la urgente adopción de una medida de naturaleza excepcional como la que aquí se solicita, más allá de las afirmaciones vertidas sobre circunstancias hipotéticas (doctr. causa B. 68.484, “Urban Trend S.A.”, res. del 14-VI-2006; I. 68.451, “Frigomonte S.A.”, res. del 4-X-2006).

c) Consecuentemente, no existe mérito para proveer favorablemente la cautela pretendida (art. 232 C.P.C.C.).

4. Por las razones expuestas, corresponde rechazar la medida cautelar requerida por las accionantes (arts. 195 y 232 del C.P.C.C.).

Por ello, el Tribunal

RESUELVE:

Rechazar la medida cautelar solicitada (arts. 195, 230, 232 y concs. del C.P.C.C.).


Regístrese y notifíquese.


                     Daniel Fernando Soria  

    Hilda Kogan
                 Eduardo Julio Pettigiani        

  Eduardo Néstor de Lázzari     Francisco Héctor Roncoroni

Ricardo Ortiz

Secretario

DISIDENCIA:

El señor Juez doctor Negri dijo:
I. Prima facie valorados los elementos obrantes en la causa, advierto que lo dispuesto en el artículo 6 de la ley 11.868 (texto según ley 13.553), en tanto establece en su parte final que "...el aspirante que haya sido designado para un cargo en el cual hubiera intervenido el Consejo de la Magistratura para su selección, no podrá postularse para cubrir otro, hasta tanto no hubieran transcurrido dos (2) años contados a partir de la toma de posesión del mismo...", resulta para la actora un valladar para su postulación a nuevos cargos en la carrera judicial, afectando de ese modo, con un grado razonable de verosimilitud, los derechos constitucionales invocados en la demanda.

II. A su vez, entiendo se encuentra acreditado el peligro en la demora, puesto que el tiempo que insumiría el trámite del presente proceso, ante la posibilidad de una pronta designación de otros postulantes en los cargos pretendidos -conforme constancias de fs. 36/37- importa, en la especie, una situación de peligro cierto e inminente que impone la urgente adopción de la medida solicitada.

III. Por las razones expuestas corresponde hacer lugar a la medida cautelar requerida.

Voto por la afirmativa.

Regístrese y notifíquese.

Héctor Negri

Ricardo Ortiz

Secretario
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